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LA DEMOCRACIA Y CORRUPCIÓN EN AMÉRICA LATINA

SIN LICENCIA

RINCÓN DEL AUTOR

Lo que atormenta a Latinoamérica

Destructores del Estado de derecho

Números

A l fiscal de la Nación 
se lo puede acusar 
constitucionalmen-
te solo por infracción 
de la Constitución o 

por delito cometido en ejercicio de 
la función. 

La Subcomisión de Acusaciones 
Constitucionales del Congreso quiere 
denunciar al fi scal de la Nación, doc-
tor Pablo Sánchez Velarde. 

La principal acusación contra el 
doctor Sánchez es la omisión de fun-
ciones, “lo que habría generado la 
impunidad de los principales perso-
najes involucrados en el Caso Lava 
Jato [Odebrecht]” (Informe de calificación, 
Dens.146 y 148). 

Según los denunciantes, el Ministerio Públi-
co no investigó a las empresas consorciadas con 
Odebrecht. Jorge Barata, ex directivo de esa em-
presa en el Perú, declaró que la consorciadas ha-
brían conocido y aprobado las coimas pagadas. 

El Ministerio Público es como el Poder Ju-
dicial. Los magistrados son autónomos. Si un 
juez declara la inocencia de un acusado, eso no 
es responsabilidad “funcional” del presidente 
del Poder Judicial. Igual sucede en la fi scalía. 

Si un fi scal hubiera excluido de la investiga-
ción a Graña y Montero, por ejemplo, eso no se-
ría responsabilidad “funcional” del fi scal de la 
Nación. El fi scal de la Nación tendría que haber 
ordenado (contra sus funciones) no investigar a 
esa u otra empresa consorciada con Odebrecht. 

Según la subcomisión mencionada, el Mi-

S egún el Evangelio de San Juan, 
nuestra existencia pensante y es-
piritual empezó con la palabra. 
Con la palabra pasamos de la vida 
animal, ocupados con plantas y 

cuevas, y la caza, a una vida como seres huma-
nos, capaces de concebir explicaciones, opinio-
nes y dioses, y de discrepar sin recurrir a gritos 
o palos. Milenios más tarde llegó la escritura, 
poniendo la palabra en blanco y negro, y multi-
plicando su capacidad para viajar en el espacio 
y en el tiempo. Otros milenios después inventa-
mos la tipografía para extender aún más el viaje 
de las palabras. Así, la tecnología de la comuni-
cación se volvió el andamio de la ciencia, de la 
cultura y de la conversación civilizada.

Hoy toma vida un nuevo y potente instru-
mento para concebir, registrar y alterar la rea-
lidad: el número. Ciertamente, el uno, dos, tres 
nos ayudan desde hace miles de años, pero su 
papel ha sido marginal. La prioridad educativa 
no ha sido el anumerismo sino el analfabetis-
mo, y una mayoría seguimos siendo anuméri-
cos. Pero hoy vivimos una nueva creación. La 
varita mágica de la tecnología digital ha dado 
vida a los números que, cual aprendices de bru-
jo, se multiplican, nos rodean y asumen tareas 
casi con voluntad propia. 

Una de las primeras veces en que un deba-
te político se centró en un número coincidió 
con mi primer trabajo profesional. Llegaba el 
primer gobierno de Belaunde con sus alas de 
derecha y de izquierda. La izquierda se apo-
deró del Instituto Nacional de Planifi cación y 
desde allí acusaron a las políticas conservado-
ras del Banco Central de ser responsables de 
un estancamiento productivo. Recién salido 
de la universidad recibí el encargo de revisar 
las estadísticas de producción, trabajo que me 
llevó a descubrir errores en los cálculos que 
creaban una ilusión falsa de estancamiento. 

Así, acciden-
talmente, y a pe-
sar de mi limita-
da aptitud mate-
mática, empezó 
una vida centra-
da en los núme-
ros. Años des-
pués haría mi 
tesis universita-
ria calculando y 

adivinando los números de la distribución de 
ingresos, cifras que estuvieron en el centro de 
las batallas políticas del gobierno de Velasco. 
En los años ochenta me tocó estar en el Ban-
co Central, donde inventamos un mapa de 
pobreza, números que después se volverían 
un termómetro político y guía para la gran 
expansión de los programas sociales. Pero 
la verdadera explosión de los números llegó 
con el milenio, y hoy casi no hay noticias sin 
números, trátese de realidades objetivas co-
mo la producción, los ránkings y los rátings; 
o de realidades subjetivas, como son las apro-
baciones y desaprobaciones, los gustos y las 
preferencias de toda índole. 

Como todo huaico, el de los números llega 
con gran desorden, confusión e incertidum-
bre acerca de lo que realmente sabemos. El 
mundo de las palabras tiene su Real Acade-
mia Española, ¿pero quién regula el mundo 
de los números? ¿Cómo podemos confi ar en 
números producidos por empresas privadas, 
que muchas veces tienen clientes interesados, 
o por entidades estatales que responden a in-
tereses políticos? ¿Qué signifi ca realmente 
el “margen de error”? La institución central 
debería seguir siendo el INEI, pero es hora de 
reforzar su autonomía con un directorio in-
dependiente, y su capacidad de trabajo con 
un presupuesto acorde con la nueva impor-
tancia de la estadística en la vida nacional.

E l populismo y la co-
rrupción han golpea-
do recurrentemente 
a América Latina a lo 
largo de su historia, 

pero pocas veces la opinión pública 
ha leído tan claramente ese impacto 
como ahora, tal como lo registra la 
encuesta Latinobarómetro 2017. El 
caso más emblemático de esta crisis 
es el de Venezuela, que encabeza los 
ránkings de inflación, violencia y 
corrupción en la región. Los estima-
dos de infl ación anual varían entre 
1.000 y 2.000%. Se desconoce con 
precisión porque hace dos años de-
jó de llevarse la medición ofi cial. La violencia 
es aterradora. Su tasa de homicidios de 90 por 
cada cien mil es 15 veces el promedio mundial. 
Su corrupción es descarada. Según la propia 
empresa Odebrecht fue el gobierno que 
más recibió dinero de su “Caja 2” (la de los 
sobornos), incluyendo 50 millones 
de dólares para el actual mandata-
rio Nicolás Maduro.

No hay duda de que la situación 
en Venezuela es dramática. Para los 
venezolanos, sin embargo, el principal 
problema del país no es la infl ación, ni la 
violencia ni la corrupción sino el desabaste-
cimiento. El 41% lo sindica en primer lugar. La 
angustia del pueblo venezolano por no poder 
encontrar alimentos y medicinas porque la 
economía ha colapsado gracias a la aplicación 
extrema de políticas populistas contrarias a la 
economía de mercado hace empalidecer otros 
problemas del país.

Sin llegar al extremo de Venezuela, la econo-
mía (infl ación, desempleo, bajos salarios, ines-
tabilidad) constituye el mayor problema, según 
el Latinobarómetro, para los ciudadanos de los 
países que han tenido recientemente o tienen 
en la actualidad gobiernos populistas como Ar-
gentina, Bolivia y Ecuador. No ocurre lo mismo 
en los países de la Alianza del Pacífi co –Colom-
bia, Chile, México y el Perú– ni en Brasil. Como la 
economía está más o menos ordenada o en vías 
de recuperación, como en Brasil, afl oran otras 
preocupaciones en la ciudadanía como la delin-
cuencia en Chile, México y el Perú; y la corrup-
ción en Brasil, Colombia y también en el Perú.

 Tanto en la delincuencia como en la corrup-
ción, el resultado del Latinobarómetro sugiere 
una correlación con la cobertura de la prensa 
de estos temas y, en particular, con su evolución 
reciente. Por ejemplo, Chile es objetivamente 
un país con mucho menos criminalidad que 
Brasil, pero la delincuencia aparece como la 
mayor preocupación del país del sur debido al 
deterioro que se ha sentido en los últimos años. 
A su vez, Brasil es el país al que más le preocupa 
la corrupción debido probablemente al gran 
trabajo que ha tenido el sistema judicial brasi-

nisterio Público no abrió investiga-
ción preliminar contra los directivos 
ni aseguró el acervo probatorio de 
las empresas involucradas. Por “in-
volucradas” se refi ere al dicho del se-
ñor Barata, que toma por verdadero. 

Si el dicho del señor Barata es un 
hecho, entonces se puede hablar de 
empresas involucradas. La subco-
misión toma por hecho lo que es un 
dicho; un dicho de un delincuente. 

Antes hay que indagar, y eso es lo 
que hace el fi scal del caso. 

La subcomisión confunde al fis-
cal de la Nación con el fi scal antico-
rrupción; confunde los dichos con 

los hechos y, además, desconoce la realidad de 
la investigación. 

Hamilton Castro, fi scal que lidera la investi-
gación, ha dicho que está en la etapa de la corro-
boración de la información y de las declaracio-
nes. A diferencia de los inhábiles congresistas, 
el fi scal toma la declaración e indaga en estados 
fi nancieros y busca otros testimonios. 

Como se trata de una investigación en curso, 
solo este fi scal puede responder sobre el avance 
de la investigación. No puede haber “omisión 
de funciones” si ni siquiera hay un dictamen. 

¿Cómo puedo saber si alguien omitió sus 
funciones si todavía no tiene una conclusión? 
¿Cómo puedo pretender acusar al fi scal de la 
Nación de eso que no ha terminado de hacer el 
fi scal ad hoc? 

Lo de la subcomisión congresal equivale a 
una acusación de omisión de funciones contra el 

leño en destapar el Lava Jato, cu-
bierto ampliamente por la prensa.  

Pero sería un error pensar que 
los problemas que más preocupan 
a la población son solo percepcio-
nes relativas. El Latinobarómetro 
ofrece este año dos indicadores 
que reflejan que la delincuencia 
y la corrupción son problemas so-
ciales muy extendidos en algunos 
países de la región como Brasil, 
México y el Perú. Por ejemplo, 18% 
de los latinoamericanos conoce a 
muchas personas que han compra-
do objetos robados. La tasa se eleva 
a 36% en Brasil, 26% en México y 

19% en el Perú. A su vez, el 31% de los latinoa-
mericanos declara que les han ofrecido objetos 
que podrían ser robados. Esta tasa es de 42% en 
el Perú, 40% en México y 39% en Brasil.

El problema con la inseguridad ciudadana 
y la corrupción es que minan la confi anza en el 

sistema democrático. Mientras el 30% de 
los latinoamericanos están satisfechos 

con el funcionamiento de su demo-
cracia, esta tasa es de solo 17% en Co-

“El Latinobarómetro 
ofrece este año dos 

indicadores que refl ejan 
que la delincuencia 
y la corrupción son 

problemas sociales muy 
extendidos”.

“Hoy toma 
vida un nuevo 

y potente 
instrumento 

para concebir, 
registrar y alterar 

la realidad: el 
número”.
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presidente del Poder Judicial por un caso en el 
que un juez no hubiera todavía sentenciado. 

Esta acusación constitucional es, a todas 
luces, una barbaridad. Está basada en la ig-
norancia sobre las funciones del fi scal de la 
Nación y sobre la naturaleza jurisdiccional 
del Ministerio Público. 

Para la subcomisión, el fi scal de la Nación 
“tiene el deber constitucional de tomar me-
didas idóneas para asegurar una efectiva 
investigación”. Para ello remite al artículo 
64 de la Ley Orgánica del Ministerio Públi-
co, que dice que la autoridad del fi scal de la 
Nación “se extiende a todos los funcionarios 
que lo integran” (al MP). 

Esa autoridad no es ni puede ser jurisdic-
cional, ya que los fiscales son autónomos, 
como los jueces. 

Solo puede haber delito del fi scal de la Na-
ción “en funciones” si este impidió al fiscal 
del caso realizar peritajes, si lo presionó para 
proteger a un investigado o si lo destituyó arbi-
trariamente para impedir una investigación. 

Nada de eso sucedió. Hablar de omisión 
de funciones en este caso es un despropósito. 
Creer que ese despropósito puede sustentar 
una acusación constitucional es arbitrario 
y absurdo. 

El Estado de derecho se basa en la supre-
macía de la ley. La ley está por encima de los 
poderes del Estado y, sobre todo, de los que 
por estar en el poder creen que la fuerza de 
número sustituye a la fuerza de la ley. 

Los destructores del Estado de derecho no 
deben pasar. 
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lombia, 16% en México y el Perú y 13% en Brasil 
y Venezuela. Todos los países latinoamericanos 
siguen pensando que la democracia es el mejor 
sistema de gobierno, pero esta convicción ha 
caído de 75% a 69% el último año.

El fi nanciamiento de campañas electorales 
por empresas corruptoras daña la confian-
za en el sistema democrático sobre todo si se 
comprueba que el apoyo en las campañas fue 
retribuido con obras sobrevaloradas, como 
podría ser el caso del gasoducto del sur del Pe-
rú, que multiplicó su costo cinco veces duran-
te el gobierno de Ollanta Humala. Como se 
sabe, Odebrecht declaró que había apoyado 
a Humala con tres millones de dólares para 

su campaña. Precisamente en el 
gobierno de Humala, la empresa 

Odebrecht ganó como postor úni-
co la licitación para construir 

el gasoducto del sur, la 
más grande de la historia 

del país. 
Pero el daño a la confi an-

za en la democracia y en 
sus líderes políticos 
podría ser mayor 

si se comprueba 
que dinero prove-
niente de lavado 

de activos ingresó 
a la política, co-
mo sería el caso 
del ex secretario 

general de Fuerza Po-
pular Joaquín Ramírez, 

según investiga la fiscalía 
en el Perú. La denuncia cons-

titucional que le ha abierto el 
Congreso del Perú al fi scal Pablo Sánchez 

ha generado estupor debido a que, según ha 
declarado Sánchez, estaría destinada a parar 
esa investigación. La opinión pública interna-
cional está siguiendo atentamente ese caso. 
Los fujimoristas deberían ser los primeros in-
teresados en que se aclare el caso de Ramírez 
en vez de tratar de silenciar a los fi scales que lo 
investigan. 


